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nuestro tema de análisis 33. Sin embargo, un referente obligado en esta ma­
teria es la causa "Rivademar" ya citada, porque constituye un hito en el 
camino hacia una mayor autonomía de los municipios, principio que des­
pués consagró la Constitución Nacional 34, así como el pronunciamiento del 
28 de mayo de 2002, en el caso "Municipalidad de La Plata s/ incons­
titucionalidad del decreto 9111 /1978" (Fa !los, 325: 1249) 35, donde la Corte 
sostuvo "que ... el art. 123 de la Constitución Nacional incorporado por 

la rejorn1.a de 1994 no confiere a los n1.unicipios el poder de reglar las 

materias que le son propias sin sujeción a limite alguno. La cláusula cons­

titucional les reconoce autonon1.ía en los órdenes (institucional, político, 

adn-únistrativo, econón1ico y financiero ' e impone a las provincias la obli­

gación de asegurarla, pero deja librado a la regla1nentación que éstas rea­

licen la detern1inación de su 'alcance y contenido'. Se adn1ite así un marco 

de autonomía n1unicipal cuyos contornos deber ser delineados por las pro­

vincias, con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que éstas conser ­

van (arts. 121, 122, 124 y 125, Constitución Nacional) con el nwyor grado 

posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación menciona­

dos por el art. 123 ". 

33 Sobre el tema pueden consu ltarse BARCIA BERMÚDEZ. Anselmo H., "Poder tributario en los 
municipios de la provincia de Buenos Aries, en el ámbito agropecuario", LL, 1986-A-l 038; GALLASO, 
Julio César, "Las municipalidade s y el poder de imposición", LL, 1987-A-908; BuuT GoÑl, Enrique G ., 
"Autonomía o autarquía de los municipios (sobre las implicancias tributaria s de un reciente fallo de la 
Corte Suprema Nacional)" , LL, 1989-C-1 MARIENHOFF, Miguel S., "La supuesta autonomía munici­
pal. Históricamente las autonomía s son anteriores a la formación del propio Estado. Técnicamente , den­
tro del curso normal del Estado, no existen autonomías 'sobreviniente s' o 'a posteriori'" , LL, 1990-B-
1 O 12; GARCfA BELSUNCE, Horacio A., "La autonomía de los municipios provinciales en la reforma cons­
titucional de 1994", Derecho TribuUlrio, t. Xll -363 ; NAVErRA DE CASANOVA, Gustavo J ., "El poder tribu­
tario de los municipios de provincia en Argentina. Análisis tras la reforma constitucional de 1994", Revista 

lberoamerica 1Ul de Derecho Tributario , n° 5, mayo-agosto 1997, Madrid , ps. CASSAGNE, Juan 
C., "La problemática política1 constitucional y administrativa de los municipios y su autonomía a la luz 
de la Constitución reformada" , en Estudios de Derecho Públi co, Depalma , Buenos Aires, 1995, ps. 173-
185; HERNÁNDEZ (h), Antonio M., Derecho municipal , vol. 1, "Teoría general", 2a ed., actualizada y au­
mentada, De palma, Buenos Aires, 1997, y el autor y obra citados en nota 25, entre muchos otros. 

34 El dictamen de la procuradora fiscal, doctora María Graciela Reiriz, del 28 de abril de 1988, 
contiene una importante reseña de la evolución de la jurispruden cia del Tribunal en la materia . Con pos­
terioridad a esta causa , la Corte se pronunció en las causas "Municipalidad de la Ciudad de Rosario v. 
Provincia de Santa Fe" y "Universidad de Buenos Aires v. Poder Ejecutivo nacional s/ inconstitucionalidad 
de decreto", del 4 y 18 de junio de 1991 (Fallos, 314:495 y 570, respectivamente). En este último, pese 
a que no se discutía ninguna cuestión municipal, la Corte dijo que las provincias son las únicas entida ­
des autónomas existentes, porque se dictan sus propias normas (arts. 5° y 106 de la Constitución Nacio­
nal, texto anterior a la reforma de 1994 ). Para algunos autore s estos fallos significaron una vuelta al 
criterio anterior a "Rivademar". 

35 También publicado en ED, eje mplar del 3 1/7/2002, ps. 18 y 19, y en Revista de Derecho 

Administrati vo , n° 42, sept.-dic . 2002 , con comentario de Javier López Calderón y Rodolfo Facio, 
ps. 813-823. 
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En cuanto a lo que aquí interesa, cabe mencionar el caso "Municipali­
dad de San Lorenzo v. Yacimientos Petrolífero s Fiscales s/ cobro ordinario 
de pesos", fallado el 8 de noviembre de 1961 (Fallos, 251 :222), en donde el 
municipio reclamaba el pago de tasas en concepto de depó sito de petróleo y 
sus derivado s; registro de establecimiento industrial, motores y funcionamien­
to, máquina s instalada s y en funcionamiento a la empre sa estatal. La Corte 
señaló que la sola circunstancia de que el contribuyente carezca de interé s en 
el servicio estatal no basta para eximirlo del pago de la tasa respectiva , así 
como que su pago constituye una obligación impuesta por la solidaridad con 
la existencia misma del servicio estatal, inclu so por parte de quiene s no la 
aprovechan riguro samente , de donde deriva que la resistencia efectiva a la 
realización del servicio público no exime al contribuyente del pago de la tasa. 

Con relación a las contribuciones e impuesto s locales sobre activida­
des comerciales desarrollada s en es tablecimi entos de utilidad nacional, en 
especial , aeropuertos, la Corte se pronunció el 20 de mayo de 1980 en la 
causa "Municipalidad de Esteban Echeverría v. Tambre SAICFIA s/ apre­
mio" (Fallos, 302:436) 36. Se trataba de un juici o de apremio donde el de­
mandado opuso la excepción de inhabilidad de título con fundamento en que 
el esta blecimiento comercial que explotaba estaba ubicado en un territorio 
sometido en forma exclusiva y excluyente al Gobierno federal (el Aeropuerto 
Internacional de Ezeiza). Tanto en las instancia s anteriores y en la interven­
ción del procurador general doctor Mario Justo López como en la sentencia 
de la Corte, se dese stimó aquel planteo , porque no cabe darle al inc. 27 del 
art. 67 (ac tual art. 75, inc. 30) de la Constitución Nacional un alcance 
interpretativo que vaya más allá de su significado literal, de donde corres­
ponde excluir la juri sdicción provincial solamente en aquellos casos que su 
ejercicio interfiera en la satisfacc ión del propó sito de interé s público que 
requiere el establecimiento a cargo del gobierno central. En el caso, dijo el 
máximo Tribunal, no se discutían aspectos que pudi eran afectar los fine s 
justificativo s del funcionamiento del Aeropuerto Internacional de Ezeiza, que 
estaba a cargo de la administración nacional 37. 

Ademá s de los casos ya examinados, tambi én cabe detenerse en el 
precedente de Fallos: 320: 619 38, ya mencionado. En esa oportunidad, se 
discutía 1a constitucionalidad de la exigencia municipal de abonar los tribu-

36 Este precede nte corre sponde a la cuart a etapa en la evo lución juri sprudencia} co mentad a en el 
texto (v. IV.4). 

37 El mini stro Adolfo R. Gabri e lli votó en disidencia . 
3X Si bien , en el caso , la resolución del Tribunal interpretó las cláusulas de comercio interjuri sdiccional 

y de progreso (art s. 75 , incs. 13 y 18). En igual se ntido, "Edenor v. Muni cipalidad de Gral. Rodrí guez s/ 
acción declarativa - medida caut e lar", sentencia del 5 de oct ubre de 1999 (Fallos , 322:2331 ). 
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tos loca le en co ncepto de "hab ilita ción come rcial ", "seg uridad , salubri­

dad e higiene" y "publicidad y propaganda", respecto de una empre a pres­
tataria de l ervic io telefónico. La Corte, después de re iterar u juri pruden­
c ia .. obre la forma de interpretar las facultades local es y federale s en mate­
ria de impo sición, centró su análisis en si las tasas en di sputa pertenecían a 
la e fera de la pote stade local es (en el caso, municipal e ) no delegadas a 
la Nac ión, o si, por el contrario, con tituían una interfer encia en la adecua­
da pre tac ión del servicio de te lefo nía y un avance obre un ámbit o de na­
turaleza federal. 

En tal sentido, entendió que lo gravám enes quedaban co mprendido s 
en el ámbito de las facultarl e que, por su natural eza, on propia de los 
municipio y, con cita de Joaquín V. González, record ó que " ... el régimen 

muni cipal que los cons tituyentes reco nocieron como esenc ial base de la 

organizac ión política argentina al consa grarlo co1no requisito de la auto­

nomía provincial ( art. 5°), consiste en la Administra ción de aquellas mate­

rias que conciernen únicamente a los habitant es de un distrito o lugar par­

ticular sin que afecte directamente a la Nación en su conjunto y, por lo tanto , 

deb e esta r investido de la capacidad necesa ria para fijar las norma s de 

buena vecindad, ornato , higiene, via lidad , moralid ad, etc. de la Comuna y · 

del poder de preceptuar sanciones co rreccionales para las infra cciones de 

las n1ismas ... " (con . 1 0). Así, después de examinar las nonna nacionales 
que regulaban la actividad, concluyó que no había conflicto entre la orde­
nanza muni c ipa l y las dispos icione federales, pue s las obligaciones que la 
primera imponía a las empresas por los ervicios admini trativo s vincula­
do co n el empleo de un inmu eble ubicado en su ámbito juri sdiccional, no 
e taban en pugna con las última s, que regían intere ses, derechos y debere s 
de otra natural eza, directament e inherent es a la condición jurídica de em­
pre a de comunicac iones de telefo nía. 

No obstante, cabe tener prese nte el precedente de Fallo s, 322:2624 ya 
come ntado, aunque en fecha rec iente, e l Alto Tribunal se expidi ó nueva mente 
obre el iempre vigente probl ema de las facultade s tributaria locale s (pro­

vinciales y muni cipales), en la causa "Admini straci ón Nacional de Aduanas 
v. Municipalidad de Bahía Blanca s/ acción declarativa" (Fallos, 324:933), 
en el que e di cutía la preten sión de la entidad nacional de que se la decla­
re exe nta de l pago de la tasa municipal por alumbrado , barrido y conserva­
c ión de la vía pública, respecto de un inmueble de su propiedad ubicado en 
aquella c iudad bonaeren e. 

La Corte reco rdó su posición obre la materia , al eñalar que, de la 
distribuci ón de competencia s que emerge de la Con stitución Nacional , los 
podere de la provincias on originarios e indefinido s (art. 121 ), en tanto 
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que los delegados a la Nación son definido s y expre sos (art. 75). Dentro de 
ese contexto dijo , cabe entend er que las prerrogativas de los munici­
pios derivan de las correspondiente a las provincias a las que pertenece n 
(arts. 5° y 123) (cfr. con . 8°) y, sobre esa base, resaltó la facultad que tie­
nen los estados provinciales de darse sus leyes y ordenanzas de impu estos 
locale s. En tal inteligencia , concluyó que los actos de la legislatura de una 
provincia no pueden ser invalidado s, sino en aquellos casos en que la Cons­
titución concede al Congreso Nacional en término s expre os un exclusivo 
poder, o en los que el ejerc ic io de idénticos poderes ha sido exp resamente 
prohibido a las provincia s, o cuando hay una directa y absoluta incompati ­
bilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. En concordancia con tal 
criterio, recordó que había reco nocido la facultad del Congreso Nacional de 
consagrar, en la e fera de su competencia constitucional, exe ncione s fisca­
les en el orden provincial y municipal, las que deben ser dispues tas de modo 
inequívoco , porque revi ste n carácter excepcional, requier en de una manife s­
tación cierta de voluntad legi slativa y no pueden ser resuelt as sobre la base 
de meras inferencias (co nf. cons. 9°). 

Tambi én coincidió con e l dictamen del procurador ge neral de la Na­
ción, del 27 de abril de 2000, en cuanto a que la Aduana no había intentado 
siquiera demostrar de qué manera la pretensión tributaria local frustraba o 
dificultaba e l cumplimiento de los fines nacional es que tiene a u cargo 39. 

VJ. LAS TASAS MUNICIPALES 

Antes de continuar, debemos efec tuar una breve intr oducción a es te 
tema, por la tra sce ndencia que pre enta con relación a nuestro objeto de 
estudio. 

La doctrina tributaria afirma que las tasas configuran una espec ie del 
género de los tributo s, toda vez que ambos son pre stacion es obligatorias, 
impue tas por ley, para cubrir los gastos públicos. La diferencia radica en la 
causa de la obligación: en las primeras es la ex iste ncia o prestación de un 
serv ic io de terrninado y divi sible, mientra que en los segundo s, es la presta­
ción de servicio s indivi sibles y generales. De ahí deriva que la ex igibilidad 
de aquéllas se encuentra condic ionada a la efecti va prestación del servicio 40. 

:w Amp liar en N AVEIRA DE CASANOVA, Gustavo J., ' 'Comp etencias tributarias de los muni cipi os", 

en CASÁS, José O. ( coo rd .) , Derecho tributar io municipal , Ad -H oc, Buenos A ires, 200 1, ps. 75-125, en 

especial , ps. 88-94. 
40 Ver, entre otro , SPISSO, Rodolfo R., "Las tasas muni cipal es de in specc ión, seguridad e hi gien e 

y una no di simul ada v iolación de los prin cipi os constitu cionales de la tributa ción" , en Derecho Tributa ­

rio, t. X VI - l ; B U LIT G OÑI, E nriqu e G ., ' 'Tasas y serv ic ios público s'', en Dere cho Tributario , t. IV- 1 y 
GARCÍA BELSUNCE, Horacio , "1 mpue stos y tasas muni cipales", ED, J 66-592. 
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En el caso "Cía. Swift de La Plata SA Frigorífica v. la Nación s/ repe­
tición", resuelto el 11 de octubre de 1961 (Fall os: 251: 50), la Corte sostu­
vo que las tareas de inspección , en particular, con fines de policía sanitaria, 
co nstituyen un servic ·io público que justifican la impo sición de una tasa , la 
que al igual que todo s los tributo s requiere la exi stencia de un interé s 
públi co como condición de valid ez y aclaró que este beneficio general no 
impid e que e l ervicio se preste concretamente a determinado s contribuyen ­
tes . Sobre tales bases, en "Compañía Química SA v. Municipalidad de Tucu ­
mán, s/ recurso contencioso administrativo y acción de incon stitucionalidad ", 
del 5 de septiembre de 1989 (Fall os, 312: 1575), después de recordar que el 
cobro de la tasa siempre deb e corresponder co n la concreta, efectiva e 
individuali zada prestación del servic io público re lativo a algo no meno s 
individuali zado (bien o acto) del contribuyente, dec laró la incon stituciona ­
lidad de una tasa municipal que gravaba cualquier actividad comercial, in­
du trial y de servicio s que usaban o aprovechaban las obras y demás pre s­
taciones que hacen al progreso regular y continuo de la ciudad, en virtud de 
lo servicio municip ales de control , seguridad, higi ene, salubridad , morali ­
dad y de cualquier otro no retribuido por un tributo espec ial 41. 

Sin emba rgo, no es necesar io que la actividad de la Admini stración 
beneficie al sujeto pasivo de la obligación 42, quien tampoco se libera de su 
pago por carece r de interés en el servicio público de que se trata , o por re­
sistirse a su efectiva pre stación (conf. doctrina de Fall os, 251 :222). Sí se 
requiere, en cambio, que su monto guarde razonabl e proporción con el cos­
to del servicio, principio que la Corte ha delimitado como una contrapres­
tación aproximadamente equivalente a aquel servicio (Fa llos, 192: 139) 43. 

Tambi én se admite que dicho costo sea di stribuido entre los sujeto s 
pa ivo en función de su capacidad contributiva (Fa llos , 234:663) 44, aun­
que algunos autores consideran que ello desnaturaliz a el concepto de tasa 45. 

Por ello, el Tribunal desca lificó tasas que no guardaban proporción con la 

El voto del ministro doctor Belluscio también coincide con la posición mayoritaria , pero aclara 
que la norma impugnada resultaba irrazonable, porque cargaba sobre los contribuyentes que realizaban 
activ idades comerciales, industriale s o de servicios la supuesta manuten ción de servicios público s 
indiscriminados, que beneficiarian a toda la comunidad. A ello agregó que la exces iva latitud de la nor­
ma no permitía di criminar debidamente los servicios cuya manutención solicitaba y, de esa forma, po­
sibilitaba la eventual recaudación de fondos para una finalidad distinta a la que presuntamente le había 
dado origen. 

42 SPISSO, Rodolfo R., cit. en nota 40 . 
·B "Ana Vignolo de Casulla v. Municipalidad de la Capital", del 6 de marzo de 1942. 
44 ··san co de la Nación v. Municipalidad de San Rafael s/ repetición de pago", del 16 de mayo 

de 1956. 
45 GJ ULIANI FoNROUGE, Car los M., en Impuestos, XXVIII-705 
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pre tación comunal, tal como sucedió en la causa "Emp re a de Transporte 
de Pasajeros Navarro Hnos. SRL s/ acción de incon stitucionalidad contra 
ordenanza 068/90- Municipalidad de Puerto Ti rol", del 1 O de octubre de 1996 
(Fallos, 319:2211 ). 

VII. EL SI STEMA NACIONAL DE AEROPUERTOS 

Después de esta reseña, que nos permite conocer la po ición de nues­
tro máximo Tribunal respecto de las controversias planteada s en tomo a es ta 
materia, antes de fonnular conclusiones sobre la potestad tributaria munici­
pal en los aeropuertos, es necesa rio, todavía, evaluar el rég imen jurídico de 
tales es tablecimiento s y, en particular, el del Sistema Nacional de Aeropuer­
tos (SNA). 

Para ello, examinaremos las disposiciones del Código Aeronáutico 46, 

de los decr etos 375/1997 y 500/1997, que fueron ratificado s por e l decreto 
de necesidad y urgencia 842/1997, asf como las cláusulas pertinent es del con­
trato suscripto entre el Estado nacio nal y Aeropuertos Argentina 2000 SA, 
para la concesión de la administración, explotación y funcionamiento de un 
conjunto de aeropuertos que forman el SNA 47. 

l. El carácter de establecimientos de utilidad nacional 

La actividad aeronáutica requiere de una organización terrestre, denomi­
nada infra es tructura aeroportuaria, que comprende al co njunto de instalacio­
nes que, desde la superficie, sirve de apoyo a la navegaci ón aérea 48. Esta 
organización es sumamente com pleja , pues no se inte gra con objetos de una 
única especie, ino que abarca a distintos tipo s de instalaciones y servicio s, 
tale como los aeropuertos y aeródromos, por un lado , y los servicio s de 
protección al vuelo (radiocomunica c iones, servicios meter eo lógicos , 
balizamiento y señalamiento de las ruta s, etc.), por el otro. 

En cuanto a la infra es tructura física (ae ródromo s y aeropuertos), su 
importancia radica en que constituye un elemento indi spen sable para la 
navegación aérea, toda vez que "las aeronaves deben partir de o aterri zar 

en aeródromos públicos o privados ... " (art. 40 del Código Aeronáutico). 
Respec to de las diferencias entre aeródromos y aeropuertos, la doctri­

na especializada · señala que los primero s conforman áreas definida s de tie-

4ó Ley 17 .285 y sus modifi catorias (ADLA -XXV 11-A-326 ). 
47 Aprobado por decreto 163/ 1998 (B .O . 13/2/98) . 
4X E n genera l, la doctrina especializada co incide e n cara cterizarla de esta forma . Ver YI DELA Es­

CAL ADA, Fed erico N., Derecho aermuíuli co, t. l, Víct or P. de Zavalía , Bue nos Aire s, 1969, p. 389 , y Jas 
distintas de finicione s que ahí señala . 
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rra o agua, que incluyen toda la ed ificacio nes, in talacione y equipos des­
tinado s total o parcialmente a la llegada, partida y movimiento de aeronaves, 
mientra que los segundos son aeródromos que, a juicio de la autoridades 
e tatale , poseen instalacione suficiente s para ser considerados de impor­
tancia en la aviación civil 49. 

De de el punto de vista jurídico, Videla Escalada sos tiene que se de­
ben con iderar tre elemento : el técnico, el funcional y el administrativo, 
de tal modo que los aeródromo será n la uperficie s aptas para el despegue 
y ate rrizaje de aeronave , de tinad a al cump limi ento de tale fine y habi­
litada para ello por el Estado 50, y i bien nue tro Código Aeronáutico no 
lo define, caracteriza a los aeropuerto como ((aquellos aeródromos públi­

cos que cuentan con servicios o intensidad de movimiento aéreo que justi-

fiquen tal denominación" (art. 26). 
Por otra parte, aquel cuerpo normativo dispon e qu e los aeródromos 

erán públicos o privados, según estén destinado s al uso público o privado 
y aclara, expresa mente, que la co ndici ón del propi eta rio de l inmuebl e no 
detennina u ubica ción en una u otra categoría (art. 25), al tiempo que es­
tablece que todo aeródromo erá habilitad o por la autoridad aeronáuti ca, la 
que e aju tará a las norma s generales que, a tal fin, det ermi ne e l Pode r 
Ejecut ivo nacional. Será aquella autoridad la que fijará e l régi men y ias 
condicione de funcionamiento en cada ca o (art. 27) 51 . 

A u vez, dec lara sujeto a la legislación nacional lo concern iente a la 
regulación de la circulación aérea en general y, especialmente, el funciona­
miento de aeródromos destinado s a la navegación aérea internacional e 
interp rovincial o a servicios aéreos conectados con és tas (a rt. 197, in c. 1 °). 

De ello urge que la instalacion e físicas que se destinen al tráfico aéreo 
interjuri dicc ional es tán sujeta s a la legislación nacional, co mprendida s en 
la categoría de e tablecimiento de utilidad nac ional , pese a que no se en­
cuentren exp resa mente enumerados en el art. 7 5, in c. 30, de la Con titución 
Nacional. La Corte también lo calificó de es ta man era, como ya lo señala­
mo al exa minar algunos precedente relativo s al deslinde de competencias 
entre el Estado nacional y la provincia s (v. en especial, Fallos, 215:260 y 
293:287). 

En e te punto, cabe recordar que "dominio" y "jurisdicción" son concep­
tos que no se confunden, pue mientra s que el primero se refiere a la con-

4Y Cfr. Yt oELA E SCALADA, Federi co N., Derecho aeronáuti co. cit., p. 409 y los autore s que ahí 
• 

menc10na. 
so Cfr. Yt DELA Esc ALADA , Federic o N., Derecho aeronáuti co. cit, p. 4 12. 
51 Ver tamb ién L ENA PAz, Juan A., Códi¡¿o Aeronáuti co de La Nación Argentina (come ntado) , 4a 

ed. ampliada y actualizada, Abeledo-Perrot. Buenos Aires. 1996 , ps. 63 y ss. 
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dici ón o situac ión lega l de la cosa o bien, e l seg und o alud e a la potestad 
para regular su uso y puede ex istir sin cont ar con el domini o de la cos a, tal 
co mo sucede, por ejemplo, con los ríos navegables interjuri sdicci onales 52 . 

También puede darse e l supu esto de bienes del domini o priv ado del Es tad o 
nac ional sobre los que carezca de juri sdicc ión por estar situado en un a 
prov incia, sin es tar des tinado a un fin de utilidad nac ional. 

2. Régimen jurídico particular 

Tal como se vio supra, en todos los períodos anali zados la juri spru ­
dencia del Tribun al se mantuvo constante en cuanto a que e l leg islador na­
cional tiene facultades para determin ar que se entiende por "establecilnien­

to de utilidad nacional" , definir los fines de ese carácte r que ahí van a cum­
plir y e tablece r la for ma y lo medios necesa rios para ati face rlo, así co mo 
que ello puede ser completado por el Poder Ejecuti vo, mediante la reg la-

. ,. 
mentac1on. 

Teniendo prese nte ello, correspo nde abordar el exa men de las di posi­
c iones de los dec retos 375/ 1997 y 500/1997. Mediante e l prim ero se dispu­
so, entre otra dec isiones relevantes sobre la materia, constituir el Si stema 
Nacional de Aeropuertos (SNA), conforn1ado por los aeropuertos y aeródro­
mos que espec if icó en forma inic ial, aunqu e pueden incorporarse otros que 
resulten necesa rios para aseg urar una infrae tructura aeroportuaria uficien­
te que posibili te la cobertura total del territorio de la Repúbli ca y un eguro 
y eficiente tran porte aeroco mercial de pasajeros, cargas, servicios pos tales 
y trabajo aéreo (art. 13) 53. Como se indicó , tales medidas del Poder Ejec u­
tivo Nac ional fueron ratificadas por e l decreto de neces idad y urgenc ia 842/ 
1997 (art.l 0

) 54, es dec ir que el sistema ha sido, formalmente, es tablec ido 
por medio de una norma co n fuerza de ley 55 . 

52 El art. 124 de la Constitución Nacional reconoce a las provincias el dominio originario de los 
recursos naturales existentes en su territorio, pero atribuye al Estado federal la competencia para regular 
la navegación intcrprovincial (cfr. art . 12 y eones.) 

5J El SNA está compuesto por 57 aeropuertos, de los cuales 33 están conce ionados, según infor­
ma el ORSNA en http://www.orsna.gov.ar. 

54 El proceso judicial iniciado contra la constitucionalidad de Jos decretos fue de estimado, en 
defi nitiva por la Corte Suprema en las causas "Jorge Rodríguez- Jefe de Gab inete de Ministros de la 
Nación" y "Alejandro Nieva y otros v. Poder Ejecutivo nacional", ambos del 17 de diciembre de 1997 
(Fallos. 320:285 1 y 2906), cuyo examen pormenorizado excede los límites del presente informe. Ver, 
entre otros, Q u iROGA LAVIÉ, Humberto, ·'La sentencia de la Corte Suprema en la causa de los aeropuertos. 
Clave para entender el desequilibrio institucional de los argentinos", LL, 1998-B-987 /992, sec. Doctrina. 

55 Sobre el proceso de privatización de los aeropuertos, ver PLAZA. Martín. ''La privatización de 
aeropuerto aspectos técnicos y legales ", ED, 179- 100 y A GUERRE. Miguel Á., .. El Sistema Nacio­
nal de Aeropuertos (SN A) de la Argentina. El marco normativo y regulatorio", LL, 1998-D- 1315. sec. 
Doctrina. 
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No obstante, también cabe recordar que la mera caracterización como 
e tablecimientos de utilidad nacional no excluye las facultades de policía e 
impo sición provinciales y municipales en aquéllos, ni sobre las actividades 
que se realicen dentro de tales ámbitos. Ello se encuentra claramente demos­
trado por la evolución de la jurisprudencia ya comentada y por la propia 
norma constitucional. Por otra parte, por aplicación de la doctrina del Alto 
Tribunal en es ta materia , el legi slador nacional es el facultado para determi­
nar la forma y los medios necesario s para satisfacer el fin nacional. Veamos , 
entonce , cuál es la regulación específica. 

El decreto 375/1995 también creó el Organi smo Regulador del Siste­
ma Nacional de Aeropuerto s (ORSNA) 56 y le otorgó competencias para lle­
var a cabo todo s los actos que resulten necesarios a fin de cumplir los prin­
cipios y objetivos que fijó (art. 14 ). En cuanto aquí intere sa, las funciones 
que le asigna el art. 17 pueden agruparse en: 

a) regulación: comprende la facultad de establecer las normas, siste­
mas y procedimientos técnicos requerido s para administrar, operar, conser­
var y mantener los aeropuertos integrantes del SNA; aprobar los planes 
mae tros y us modificaciones preparado s por el concesionario o adminis­
trador del aeropuerto y controlar su cumplimiento; autorizar la realización 
de toda obra que, con carácter de reparación de emergencia, deba efectuarse 
en lo aeropuertos y disponer la suspen sión de la construcción de aquellas 
no autorizadas o la remoción de las ya realizadas; asegurar la continuidad 
de los ervicios esenciales; 

b) coordinación: con la Fuerza Aérea Argentina, los organismos y de­
pendencias gubernamentales con atribuciones o vinculación directa o indi­
recta con la actividad aeroportuaria y otros sujetos interesados, la formula­
ció n de planes y programas de infrae structura aeroportuaria s integrantes del 
SNA, sin alterar o afectar los derecho s conferidos contractualmente al con­
ce ionario aeroportuario; solicitar a los organismos y dependencias guber­
namentale con atribuciones o vinculación directa o indirecta con la activi­
dad aeroportuaria, toda clase de información que resulte conducente a los 
fine del presente decreto; 

e) supervisión y control: hacer cumplir el decreto y sus di sposiciones 
complementarias en el ámbito de su competencia, supervisando el cumpli­
miento de las obligaciones y pre stación de los servicios por parte del conce­
sionario o administrador aeroportuario. En los casos de concesiones fiscali-

5ó El dec reto 375/1997 fue modificad o por su similar 642/2003 (B.O. 20/3/2003) , que preci sa las 
funciones y atribu ciones excl usivas del pre s ide nte del dire ctori o, sin incidencia sobre los tema s aquí 
examinad os. 
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zará, controlará y aprobará la realización de las obras e inver siones que se 
hubieren previsto; realizar la evaluación técnica de las obras de mantenimien­
to o de mejora s a ejecutar por los concesionarios o administradores de los 
aeropuertos, pudiendo requerir si lo considera necesario, la asistencia técni­
ca de la Fuerza Aérea Argentina; controlar la operación o expansión de los 
aeropuertos, a fin de lograr la protección eficaz del medio ambiente y de la 
seguridad pública; 

d) resolución de controversias: resolver las diferencias entre el conce­
sionario o administrador del aeropuerto y el Estado nacional, o entre éstos 
y los usuario s y todo conflicto suscitado con motivo u ocasión del desarro­
llo de actividades aeroportuarias, con facultade s suficientes para hacer cum­
plir o requerir el cumplimientp de las decisione s adoptadas. 

Por último, del contrato de concesión para la administración, explota­
ción y funcionamiento del conjunto de aeropuertos del SNA incluido s en la 
licitación nacional e internacional convocada por el art. 1 o del de­
creto 375/1997 (aprobado por el decreto 163/1998), es del caso mencionar 
la cláusula vigésima, a cuyo tenor: "El concesio nario está sujeto al pago de 

todos los tributos establ ecidos por las leyes nacionales y provincial es y 

ordenanzas municipales aplicables. En consecuencia, no regirá a su respecto 

ninguna excepción, liberación o tratamiento preferencial, exenciones de 

tributos o estabilidad tributaria que no surgiere de dichas normas o su re­

glamentación". 

En atención a lo hasta aquí desarrollado y a lo que surge de la juris­
prudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se advierte que la 
actividad objeto de la concesión carece de una inmunidad absoluta en ma­
teria de tributos provinciales o municipale s y cuenta con una simplemente 
relativa. Desde esta perspectiva, debe recordar se que, a fin de asegurar el 
cumplimiento de Jos fines nacionales en los establecimientos de igual ca­
rácter , no siempre es necesaria ]a exclusión total de las potestades locale s, 
toda vez que, para ello, también se puede acudir al principio inver so y pre­
ver que el concesionario deberá abonar los gravámenes locales, tal como, 
por otra parte, sucedió en numero sos caso . 

VIII. CoNCLUSIONES 

A esta altura, podemos extraer alguna s conclusiones sobre el tema 
examinado: 

Los aeropuertos destinado s al transporte interjurisdiccional (interpro­
vincial e internacional) se encuentran sujeto s a la legislación que dicte el 
Estado nacional y pueden ser caracterizados como establecimientos de uti-
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lidad nacional. Sin embargo, esta calificación no significa que las provin­
cias y los municipio s se encuentren impedido s de imponer tributo s a los actos 
y actividade s realizadas en aquellos ámbito s. 

La evolución de ]a juri sprudencia, aun ante s de la reforma de la Cons­
titución Nacional en 1994, marca una sostenida tendencia al reconocimien­
to de las potestades impo sitiva s local es en los establecimientos de utilidad 
nacional, siempre que aquéllas no interfieran con los fine s que tuvo en cuenta 
por e l legi lador nacional al establecerlos. Es ta po ición e vio reflejada en 
el nuevo texto del art. 75, inc. 30, de la Carta Fundamental y en las decisio­
nes de la Corte po teriores a la refor1na constitucional. 

El Congreso nacional pued e determinar el alcance de los establecimien­
tos de utilidad nacional , así como fijar los medios para cump lir los fines de 
ese carácter, entre los que puede incluir exe ncion es tributaria s nacionale s, 
provinciale s y municipal es . En tal sentid o, deben examinarse los marcos 
regulat orios de las actividade s que se realicen en los mencionado s es table­
c imientos para verificar si se encuentran exe ntas de gravámenes locales. 

La administrac ión, explota ción y funcionami ento del conjunto de ae­
ropu ertos del Sistema Nacional de Aeropuertos incluido en la licitación 
nacional e internacional convo cada por el art . 1 o del decreto 375/1997, no 
se encuentra exenta de los tributo s municipale s por la mera condición de ope­
rar e tablecimientos de utilid ad naci onal. Por el co ntrario, e l contrato de 
canee ión espec ifica que el concesionario está sujeto al pago de todos los 
tributo s es tablec idos por las leyes nacional es, prov inci ales y ordenanzas 
municipale s que resulten aplicables. 

Esta previsión contractual se compadece con la juri sprudencia de nues tro 
máximo Tribunal , en cuanto a que el legislador puede consi derar conveniente, 
a Jos fine s nacionales, que se abonen los tributos locales y remit e al ordena­
miento jurídico provincial y municip al para verificar si el concesionario se 
encuentra exen to del pago de gravám enes que fijan. 

En general, en materia de tasas municip ales, la actividad del concesio ­
nario estará ujeta al pod er impo sitivo muni cipal , sa lvo en aquellos casos 
en que ya se encuentre sujeto a la legislación y co ntrol de la autoridad na­
c ional (v.gr. , obra de refacc ión, planes maestros de los aeropuertos, etc.). 
En cuanto a las contribu ciones de mejoras y a la tasas retributiva s de ser­
vicios (v.gr., ervicios a la propiedad) , seg ún surge el contrato de conces ión, 
no goza de excepc ión, liberaci ón o tratami ento preferencia, ni exe ncion es. 

No ob tan te, de acuerdo con la juri sprudencia de la Corte, el concesio­
nario podrá impugnarla s en la medid a en que aquéllas no cu mplan con los 
requi sitos ex igidos para su validez (v.gr., por ser violatorias de los princi ­
pios de lega lidad, igualdad, razo nabi Ji dad y de propiedad ). 
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En síntes is, los poderes locales (provinciales y n1unicipales) no están 
impedid os de gravar ni los establec imient os de utilid ad nacional ni las ac­
tividades que realiza e l conces ionario de los aeropu ertos incluidos en la li­
citación nacional e internacional convocada por el decreto 375/1997, siem­
pre que no interfieran en los fines de nacionales, en los términ os que sur­
gen de la juri sprud encia de la Corte, o con las facult ades que expresamente 
se reservó el Es tado nac ional sobre la ac tividad y dese mpeño del conce-

• • 

stonarto . 


